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Varios. 
 
Servicio de Administración Tributaria. 
 
El 20 de agosto de 2025, el SAT da a conocer 
el comunicado en conjunto con la Agencia de 
Transformación Digital y Telecomunicaciones 
(ATDT), que implementan una estrategia 
conjunta de modernización y simplificación de 
trámites fiscales, con el objetivo de facilitar 
procesos como la inscripción al RFC, la 
obtención y renovación de la e.firma, entre 
otros servicios clave que ofrece el órgano 
recaudador. 
 
Fuente: 
https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/fi
le/1017255/Comunicado45_Simplificacion_20
0825.pdf 
 
https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/fi
le/1017266/SimplificacionInscripcion_e.firma_
20082025.pdf 
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CRITERIOR PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN. 

 

Registro digital: 2031008 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional, Administrativa 

Tesis: 1a./J. 225/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. LOS ACTOS O ACTIVIDADES QUE NO SON 
OBJETO DE ESE IMPUESTO NO PUEDEN FORMAR PARTE DE LA MECÁNICA DE SU 
ACREDITAMIENTO. 

 

Hechos: La Ley del Impuesto al Valor Agregado establece que deben pagar ese impuesto 
las personas que realicen, en el territorio nacional, alguno de los actos o actividades que 
establece el artículo 1o. de esa ley. 

En términos generales, el impuesto al valor agregado es una contribución que grava los actos 
en cada fase de la cadena productiva hasta llegar al consumidor final. Es decir, que el 
impuesto se va trasladando en cada paso de la cadena productiva para que lo pague el 
consumidor final. 

Se denomina “impuesto acreditable” el que es pagado al proveedor dentro de la cadena 
productiva, y “por acreditar”, el que habrá de pagarse posteriormente al proveedor. A esas 
acreditaciones se les conoce como “mecánica de acreditamiento”. 

Esa mecánica de acreditamiento permite que el impuesto, que se va pagando en cada paso 
de la cadena productiva, no lo asuma el proveedor, sino que se traslade hasta el consumidor 
final. 

A partir del dos mil veintidós, se modificó la Ley del Impuesto al Valor Agregado para definir 
qué debe entenderse por “actos o actividades no objeto del impuesto”, dentro de las que 
incluyó las actividades que se realizan en el extranjero y aquellas diferentes a las previstas 
en el artículo 1o. de la misma ley, además de precisar que dichas actividades no son 
susceptibles de acceder a la mecánica del acreditamiento del tributo. 

Ese cambio evita que se altere la secuencia de acreditamientos y traslados mediante 
actividades por las que no se paga el impuesto. 

En el caso tenemos que una empresa dedicada al abastecimiento de materias primas, partes, 
componentes y empaques para maquiladoras promovió un juicio de amparo en el que 
reclamó ese cambio en la Ley del Impuesto al Valor Agregado que le impide incorporar en la 
secuencia de acreditamientos actos y actividades desarrolladas fuera del país o distintas al 
catálogo de supuestos que causan el impuesto conforme al artículo 1o. de la Ley del 
Impuesto al Valor Agregado. 

La empresa argumentó que esa modificación afecta los principios de proporcionalidad y 
equidad tributaria porque desde su óptica, impide el acreditamiento de actos o actividades 
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que, a pesar de realizarlas fuera del país, son parte de su cadena productiva. 

El Juez de Distrito sobreseyó en el juicio al considerar que la empresa no demostró la 
aplicación de las normas reclamadas, decisión que fue recurrida por la empresa a través del 
recurso de revisión. El Tribunal Colegiado revocó el sobreseimiento decretado y remitió el 
asunto a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para resolver el problema de 
constitucionalidad planteado. 

 

Criterio jurídico: El hecho de que los actos que no son objeto del impuesto al valor agregado 
queden fuera de la mecánica del acreditamiento de esa contribución, es acorde con el 
principio de equidad tributaria, ya que los contribuyentes que realizan enajenaciones en el 
territorio nacional y aquellos que las efectúan en el extranjero no se encuentran en 
circunstancias similares para efectos del acreditamiento. 

A su vez, se respeta el principio de proporcionalidad porque las personas que realizan las 
actividades no gravadas por el impuesto al valor agregado no están obligadas a enterar el 
tributo, por lo que tampoco pueden acreditar cantidad alguna ante el fisco. 

 

Justificación: Los actos o actividades no objeto del impuesto al valor agregado, entre otras, 
por realizarse en el extranjero, no causan ese impuesto, por lo que no pueden incluirse en la 
mecánica del acreditamiento. 

Dicha exclusión es acorde al principio de equidad tributaria, que consiste en que las 
disposiciones tributarias deben tratar de manera igual a quienes se encuentren en una 
situación idéntica. En ese sentido, la enajenación de bienes en el territorio nacional constituye 
una actividad gravada para efectos del impuesto al valor agregado, por lo que sí causa el 
impuesto y los contribuyentes tienen derecho al acreditamiento, mientras que la enajenación 
realizada en el extranjero no está sujeta al pago del impuesto referido y, por tanto, los 
contribuyentes no son sujetos del impuesto ni tienen derecho al acreditamiento. 

Asimismo, se respeta el principio de proporcionalidad tributaria, consistente en que los 
gravámenes deben fijarse de acuerdo con la capacidad contributiva de cada persona. En ese 
sentido, los contribuyentes que realizan actividades no gravadas por el impuesto al valor 
agregado no están obligados a enterar ese impuesto por esas operaciones, por lo que, en 
congruencia con el principio de continuidad de la cadena productiva y la propia mecánica del 
impuesto, no pueden beneficiarse del acreditamiento, sino que deben considerarse como 
consumidores finales. Lo contrario implicaría un enriquecimiento sin causa a favor de un 
contribuyente ajeno al proceso productivo de donde deriva la riqueza gravada. 

 

PRIMERA SALA. 

 

Amparo en revisión 616/2022. Sumitomo Corporation de México, Sociedad Anónima de 
Capital Variable. 17 de mayo de 2023. Cinco votos de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat 
y los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Ana Margarita Ríos 
Farjat. Secretario: Juan Jaime González Varas. 

 

Tesis de jurisprudencia 225/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de trece de agosto de dos mil veinticinco. 
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Registro digital: 2031020 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa, Constitucional 

Tesis: 1a./J. 212/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

NULIDAD DE UNA PATENTE. ES CONSTITUCIONAL EL REQUISITO QUE EXIGE 
ACREDITAR El INTERÉS JURÍDICO DE QUIEN LA SOLICITA. 

 

Hechos: En el dos mil diecisiete, el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial (IMPI), 
expidió una patente de un producto farmacéutico para evitar coágulos sanguíneos, la cual 
tendría vigencia hasta el dos mil treinta y uno. En el dos mil veinte, una farmacéutica solicitó 
al IMPI la declaración administrativa de nulidad de dicha patente al considerar que el 
producto farmacéutico era similar a otros previamente existentes, por lo que carecía de 
novedad. 

El artículo 188 de la Ley de la Propiedad Industrial abrogada dispone que para la nulidad de 
una patente se requiere que quien lo solicite tenga interés jurídico. Con base en ese artículo, 
el IMPI desestimó la petición de la empresa, al considerar que ésta carecía de interés jurídico. 

En contra de esa decisión, la farmacéutica promovió un juicio de nulidad. En dicha instancia 
se confirmó la decisión del IMPI, al considerarse que la empresa no probó que la patente que 
solicitó nulificar le afectara su esfera de derechos. Inconforme, la farmacéutica promovió un 
juicio de amparo directo para cuestionar la constitucionalidad de ese artículo, argumentando 
que se restringe su acceso a la justicia por exigir un interés jurídico para solicitar la nulidad 
de una patente en lugar de interés legítimo. 

El Tribunal Colegiado del conocimiento negó el amparo y la empresa interpuso un recurso 
de revisión cuyo conocimiento correspondió a la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación. 

 

Criterio jurídico: Es constitucional la exigencia de un interés jurídico para solicitar la nulidad 
de una patente ante el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial, porque la resolución que 
dicte esa autoridad tendrá un efecto directo en la esfera jurídica del particular que la solicita, 
que es titular de un derecho y remediará la transgresión de un derecho subjetivo vulnerado. 

 

Justificación: El interés jurídico se relaciona con una afectación directa a la esfera de 
derechos de una persona, en tanto que el interés legítimo se vincula con una afectación que 
puede ser indirecta, pero su reparación permite que la persona obtenga un beneficio jurídico. 

El artículo 188 de la Ley de Propiedad Industrial abrogada prevé que el procedimiento de 
declaración administrativa de nulidad puede iniciarse por dos vías, ya sea de oficio por parte 
del Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial, o bien, a petición de parte, siempre y 
cuando tenga interés jurídico y funde su pretensión. 

El requisito de interés jurídico en el segundo de los supuestos mencionados no supone una 
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restricción al derecho de acceso a la justicia reconocido por el artículo 17 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque dicha exigencia encuentra justificación en 
la seguridad jurídica de los tenedores de patentes para la preservación y protección de las 
actividades inventivas. 

Además, la exigencia de un interés jurídico obedece a la finalidad de que la resolución que 
dicte la autoridad administrativa tenga efectos tangibles en la esfera jurídica de quien lo 
solicita y evitar conflictos de patentes injustificados. 

Esto es, por el alto grado de afectación que supone la pérdida de una patente, tanto para su 
titular, como para la industria relacionada, es necesario que el solicitante de la nulidad 
demuestre en forma fehaciente y comprobable un daño individualizado con la patente que 
reclama nula. Esa afectación debe ser susceptible de ser remediada mediante la emisión de 
una resolución por parte de la autoridad administrativa encargada de la protección de la 
propiedad industrial. 

 

PRIMERA SALA. 

 

Amparo directo en revisión 2381/2023. 14 de agosto de 2024. Unanimidad de cuatro votos 
de la Ministra y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos 
Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausente: Loretta Ortiz 
Ahlf. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Javier Alexandro González Rodríguez. 

 

Tesis de jurisprudencia 212/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de trece de agosto de dos mil veinticinco. 

 

Registro digital: 2031038 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional, Penal 

Tesis: 1a./J. 188/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

SECRETO BANCARIO. EL ARTÍCULO 142, FRACCIÓN II, DE LA LEY DE 
INSTITUCIONES DE CRÉDITO, EN SU TEXTO CORRESPONDIENTE A LA REFORMA 
QUE SE PUBLICÓ EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN, EL 17 DE JUNIO DE 
2016, VULNERA EL DERECHO A LA VIDA PRIVADA. 

 

Hechos: Una persona sentenciada por el delito de fraude genérico, previsto y sancionado 
por el artículo 230, fracción V, del Código Penal para el Distrito Federal ahora Ciudad de 
México, en el juicio de amparo directo que promovió, planteó como conceptos de violación, 
que se vulneraron en su perjuicio los derechos fundamentales a la intimidad y a no ser 
juzgada a través de pruebas ilícitas, porque se le otorgó valor probatorio al testimonio de una 
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perito en materia de contabilidad, cuyo dictamen se basó en diversos estados de cuenta que 
el Ministerio Público local solicitó a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, sin control 
judicial previo. El Tribunal Colegiado que conoció del asunto, calificó de infundado el 
argumento, por considerar que si bien existían criterios de la Primera y Segunda Salas de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación que establecían el control judicial previo, a la fecha 
en que se obtuvo la información, aún no se habían pronunciado y porque los artículos 252 
del Código Nacional de Procedimientos Penales y 142 de la Ley de Instituciones de Crédito, 
no establecían autorización del Juez de Control para que el Representante Social requiera 
información a las instituciones de crédito; por tanto, negó el amparo que se solicitó; y en 
contra de esa determinación, se interpuso recurso de revisión. 

 

Criterio jurídico: El artículo 142, fracción II, de la Ley de Instituciones de Crédito, que faculta 
a los procuradores generales de justicia de los Estados de la Federación y del Distrito Federal 
o sus subprocuradores, a requerir información bancaria a las instituciones financieras para 
fines penales, sin autorización judicial, es inconstitucional porque vulnera el derecho a la 
privacidad. 

 

Justificación: El artículo 16, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, protege el derecho a la vida privada de las personas. Para salvaguardar ese 
derecho, en el marco de las operaciones y servicios bancarios, el legislador estableció en el 
artículo 142, primer párrafo, de la Ley de Instituciones de Crédito, el “secreto bancario”, que 
impide a las autoridades bancarias brindar información, datos o documentación de sus 
clientes o usuarios. 

No obstante, la fracción II del mismo numeral, establece que las instituciones bancarias 
podrán brindar esa información cuando los procuradores generales de justicia de los Estados 
de la Federación y del Distrito Federal o subprocuradores, la soliciten para la comprobación 
del hecho que la ley señale como delito y de la probable responsabilidad del imputado; sin 
que para ello se exija, de manera previa, que un Juez autorice esa petición. 

El papel de garante de los derechos fundamentales que cumple la autoridad judicial en la 
etapa de investigación, responde al principio de necesidad efectiva de protección judicial, 
debido a que algunas de las medidas procesales que se adoptan en el curso de la 
investigación penal, entran en tensión con el principio de inviolabilidad de determinados 
derechos fundamentales. Así, la autorización judicial se erige como un presupuesto 
indispensable para legitimar las intervenciones a los derechos fundamentales, y en particular, 
las medidas que impliquen injerencia en el derecho a la intimidad personal, como es el 
acceso a información confidencial referida a la persona indiciada o imputada. 

Por tanto, el artículo 142, fracción II, de la Ley de Instituciones de Crédito -en su texto 
correspondiente a la reforma que se publicó en el Diario Oficial de la Federación el 17 de 
junio de 2016- resulta violatorio del artículo 16, párrafo primero, de la Constitución Federal, 
al no prever que la información bancaria solicitada por la autoridad ministerial local en el 
marco de una investigación, deba estar precedida de autorización judicial. 

 

PRIMERA SALA. 

 

Amparo directo en revisión 119/2025. 21 de mayo de 2025. Mayoría de cuatro votos de las 
Ministras y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien se separó de los 
párrafos treinta y cuatro, treinta y cinco, treinta y siete, cincuenta y cuatro y del cien al ciento 
seis, en términos de su voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
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Mena y Loretta Ortiz Ahlf. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Héctor Vargas Becerra. 

 

Tesis de jurisprudencia 188/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de trece de agosto de dos mil veinticinco. 

 

Registro digital: 2031009 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Undécima Época 

Materias(s): Común 

Tesis: II.2o.C.8 K (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Aislada 

 

INTELIGENCIA ARTIFICIAL APLICADA EN PROCESOS JURISDICCIONALES. 
CONSTITUYE UNA HERRAMIENTA VÁLIDA PARA CALCULAR EL MONTO DE LAS 
GARANTÍAS QUE SE FIJEN EN LOS JUICIOS DE AMPARO. 

 

Hechos: Las albaceas de una sucesión a bienes, en calidad de terceros extraños a juicio, 
promovieron amparo indirecto para defender dos lotes de terreno que aseguran forman parte 
de la masa hereditaria. Solicitaron la inscripción de la demanda en los folios reales de los 
inmuebles, lo que motivó que el Juzgado de Distrito fijara una garantía. Las albaceas 
interpusieron recurso de queja para impugnar el monto de dicha garantía al considerar que 
su determinación carecía de parámetros objetivos. 

 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que las herramientas de 
inteligencia artificial pueden emplearse válidamente en procesos jurisdiccionales para 
calcular el monto de las garantías que se fijen en los juicios de amparo, en el entendido de 
que su utilización no sustituye la labor de las personas juzgadoras, sino que facilitan y 
eficientizan la administración de justicia. 

 

Justificación: Ante el avance de las nuevas tecnologías y las tendencias emergentes de 
justicia digital, la inteligencia artificial es una herramienta innovadora que puede incorporarse 
a los procesos para facilitar el razonamiento numérico dentro de labores jurisdiccionales. 

La jurisprudencia exige parámetros para calcular las garantías que deben fijarse en los juicios 
de amparo, lo que exige operaciones como la actualización de valores, la aplicación de tasas 
de interés y la ponderación de lapsos procesales. Estas actividades, aunque necesarias para 
la motivación de una resolución judicial, no forman parte del núcleo decisorio jurisdiccional, 
sino que constituyen labores auxiliares susceptibles de apoyo tecnológico. 

El uso de herramientas de inteligencia artificial en estos casos se justifica porque permite: a) 
reducir errores humanos en dichos cálculos; b) dar transparencia y trazabilidad al exponer 
cómo se obtiene el resultado paso a paso; c) generar consistencia y estandarización en los 
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precedentes y en la fijación de los montos de las garantías; y d) mejorar la eficiencia procesal, 
al liberar tiempo para el análisis sustantivo del caso y facilitar la motivación de las decisiones 
judiciales.  

Este mecanismo, recomendable desde una visión institucional de los tribunales que adoptan 
mejores prácticas para la administración de justicia, permite a las personas juzgadoras 
obtener datos auditables que muestran de manera transparente cómo se cuantifica una 
garantía. De esta forma se preserva el núcleo esencial de la función jurisdiccional, a la vez 
que se refuerza la motivación y transparencia del fallo, en consonancia con un principio de 
justicia digital y los estándares de motivación previstos en el artículo 16 de la Constitución 
Federal. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 

 

Queja 212/2025. 29 de julio de 2025. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Jaime González 
Varas. Secretario: Juan Carlos Guerra Álvarez. 

 

Registro digital: 2031010 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional, Común 

Tesis: II.2o.C.9 K (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Aislada 

 

INTELIGENCIA ARTIFICIAL APLICADA EN PROCESOS JURISDICCIONALES. 
ELEMENTOS MÍNIMOS QUE DEBEN OBSERVARSE PARA SU USO ÉTICO Y 
RESPONSABLE CON PERSPECTIVA DE DERECHOS HUMANOS. 

 

Hechos: En el marco de un recurso de queja interpuesto contra la decisión de un Juzgado 
de Distrito en un juicio de amparo indirecto, este Tribunal Colegiado de Circuito empleó 
herramientas de inteligencia artificial para calcular el monto de una garantía vinculada con la 
inscripción de la demanda en los folios reales de los inmuebles reclamados. Al tratarse de 
una práctica innovadora en procesos jurisdiccionales resultó necesario, bajo un ejercicio de 
autocontención, definir los parámetros para la aplicación ética y responsable de la 
inteligencia artificial. 

 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la utilización de 
herramientas de inteligencia artificial en procesos jurisdiccionales con una perspectiva de 
derechos humanos, ética y responsable, exige que las personas juzgadoras observen como 
elementos mínimos los principios de: a) proporcionalidad e inocuidad; b) protección de datos 
personales; c) transparencia y explicabilidad; y d) supervisión y decisión humanas. 
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Justificación: Ante la ausencia de regulación específica para el uso de herramientas de 
inteligencia artificial las personas juzgadoras deben hacer un ejercicio de autocontención 
adoptando lineamientos para su aplicación responsable con perspectiva de derechos 
humanos.  

Para ello pueden tomar como referencia los esfuerzos de regulación a nivel internacional, 
como las Directrices Éticas para una Inteligencia Artificial Fiable del Grupo de expertos de 
alto nivel sobre inteligencia artificial creado por la Comisión Europea; el Reglamento del 
Parlamento Europeo del Consejo por el que se establecen normas armonizadas en materia 
de inteligencia artificial; y la Recomendación sobre la ética de la inteligencia artificial de la 
UNESCO y sus principios éticos.  

Dichas referencias permiten adoptar mejores prácticas para la administración de justicia al 
introducir innovación tecnológica para una gobernanza administrativa judicial, preservando 
el núcleo de la función jurisdiccional sin afectar los derechos procesales de las partes.  

Para ello, cuando utilicen herramientas de inteligencia artificial las personas juzgadoras 
deben cumplir con los siguientes elementos mínimos: a) la proporcionalidad e inocuidad 
exige que las herramientas de inteligencia artificial se utilicen únicamente en la medida 
necesaria y adecuada para alcanzar un fin legítimo, como por ejemplo, facilitar 
razonamientos numéricos sin que se alcance al razonamiento jurídico en la interpretación o 
aplicación de las normas; b) deben emplearlas de manera que no se comprometa la 
protección de datos del expediente judicial; c) la transparencia y explicabilidad imponen que 
la persona juzgadora no sólo informe que utiliza herramientas de inteligencia artificial, sino 
que exponga la metodología, los datos empleados y la forma en que se arribó al resultado, 
a fin de permitir que el procedimiento sea auditado y comprendido por las partes y órganos 
revisores; y d) la supervisión y la decisión humanas aseguran que la tecnología opere como 
auxiliar y no como sustituto, manteniendo la deliberación y decisión en el ámbito 
estrictamente jurisdiccional. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 

 

Queja 212/2025. 29 de julio de 2025. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Jaime González 
Varas. Secretario: Juan Carlos Guerra Álvarez. 

 

 

Compilación realizada por Mtra. Brenda Mariscal. 

 

Coordinador Mtro. Mario Camposllera García. 

 
Imagen: IS. Héctor Rayas.


